INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO – Requisitos  
Teniendo en cuenta que el punto medular de censura estriba en obtener la declaratoria de incumplimiento del negocio jurídico, es necesario tener en cuenta que para que se estructure la responsabilidad contractual por infracción a la ley del contrato, es necesario acreditar: (i) el incumplimiento del deber u obligación contractual, bien porque no se ejecutó o lo fue parcialmente o en forma defectuosa o tardía; (ii) que ese incumplimiento produjo un daño o lesión al patrimonio de la parte que exige esa responsabilidad y, obviamente, (iii) que existe un nexo de causalidad entre el daño y el incumplimiento. 

Ahora bien, es importante destacar que la carga de la prueba recae sobre quien alega y pretende la declaratoria de incumplimiento y que en los contratos sinalagmáticos tiene una doble dimensión, tal y como lo ha expresado la jurisprudencia de la Sección.

En los contratos cuyas prestaciones son correlativas, como cada parte se compromete en consideración a la prestación que la otra le promete, se presenta una relación de interdependencia de las obligaciones recíprocas, razón por la cual del artículo 1609 del C.C. se extrae la regla según la cual no es permitido ni admisible que una de las partes del contrato exija a la otra que satisfaga sus obligaciones, mientras ella misma no lo haya hecho. 

COPIAS SIMPLES – Mérito probatorio 
Para la época en que se presentó la demanda, la posición jurisprudencial de esta Corporación que se encontraba en vigor correspondía a aquella de conformidad con la cual las pruebas documentales que reposaran en copia simple, no gozaban de mérito probatorio por cuanto no reunían las exigencias previstas en los artículos 253 y 254 del Estatuto de Procedimiento Civil. 

Sin embargo, esta postura de la Sala fue modificada a partir de la Sentencia de Unificación proferida por la Sección Tercera el 28 de agosto de 2013, oportunidad en la cual se aceptó la apreciación de los documentos aportados en copia simple que han hecho parte del expediente dado que frente a los mismos se surtió el principio de contradicción y defensa de los sujetos procesales ya que pudieron tacharlas de falsas o controvertir su contenido.

Como argumento esencial para modificar la posición imperante hasta ese entonces, la Sala consideró que la expedición de las Leyes 1395 de 2010 y 1437 de 2011 perfiló una nueva óptica del procedimiento en cuanto de éste debían destacarse la observancia y el apego a los principios de buena fe y lealtad que les corresponde asumir las partes en el proceso, cuestión que indefectiblemente conduce a una variación en el modelo establecido por la disciplina procesal. Lo anterior «permiten al juez tener mayor dinamismo en la valoración de las pruebas que integran el acervo probatorio» lo cual se concreta en la posibilidad de considerar aquellos documentos que obran el expediente en copia simple y respecto de los cuales las partes no han cuestionado su veracidad.  

Así las cosas, acogiendo la nueva postura jurisprudencial de la Sala, los documentos aportados en copia simple por la parte actora con la presentación de la demanda deben ser apreciadas en esta sentencia, al igual que aquellos que se presentaron en original o en copia auténtica.
CONTRATO ESTATAL – Perfeccionamiento
Constituye presupuesto para el perfeccionamiento de todo contrato regido por el Estatuto de Contratación Estatal, la formalidad del escrito. Así pues, se observa que en el caso concreto el vínculo contractual que se depreca incumplido, atendió dicha formalidad al haberse elevado a escrito el acuerdo de voluntades, pues en el expediente reposa el acuerdo de voluntades contenido en el texto escrito del mismo con identificación de sus partes, objeto, obligaciones, contraprestación, plazo y se encuentra debidamente suscrito por ambos extremos cocontratantes.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A

Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON (E)
Bogotá., D.C., veintiséis (26) de agosto dos mil quince (2015)

Radicación número: 08001-23-31-000-2009-00883-01(43227)
Actor: FUNDACION HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA EN LIQUIDACION

Demandado: DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE  BARRANQUILLA 

Referencia: APELACION SENTENCIA – ACCION DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, el veintiséis (26) de octubre de dos mil once (2011), mediante la cual se dispuso:
“PRIMERO.- DECLARESE (sic) no probada la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, propuesta por el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla.

“SEGUNDO.- DENIEGUENSE (sic) las súplicas de la demanda.

“TERCERO.- ABSTIENESE de condenar en costas al Distrito Especial, Industria y Portuario de Barranquilla. 

“CUARTO.- NOTIFIQUESE personalmente el presente fallo a la Procuraduría Judicial Delegada ante este Tribunal.

“QUINTO.- ARCHIVESE el expediente, una vez ejecutoriada la presente providencia.”

I. A N T E C E D E N T E S

1. La demanda.

Mediante demanda presentada el 8 de octubre de 2009 por la FUNDACIÓN HOSPITAL SAN FRANCISCO DE PAULA, EN LIQUIDACION, mediante poder otorgado por su representante legal, en ejercicio de la acción contractual, se solicitaron las siguientes declaraciones y condenas:

“PRIMERA: Que se declare que entre mis representados FUNDACION HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA EN LIQUIDACION y el DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA, ha existido una relación contractual reflejada en el contrato de arrendamiento de fecha Noviembre 2 de 2005 suscrito por una parte por el señor Alcalde de la época GUILLERMO HOENINSBERG BORNACELLY y por la otra por la Gerente Liquidadora Doctora JACKELINE TANG MEZA.

“SEGUNDA: Que se declare que el DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA ha incumplido con el pago de los cánones de arrendamiento desde el mismo día de inicio del contrato de arrendamiento, esto es noviembre 2 de 2005. 

“TERCERA: Como consecuencia de las anteriores declaraciones, que se condene al DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA, al pago del contrato, el cual asciende a la siguiente suma: 

a).- TRES MIL MILLONES DE PESOS ($3.000’000.000.oo, contados desde el 1 de septiembre de 2005 hasta el 31 de diciembre de 2006.

b) DOS MIL QUINIENTOS SIETE MILLONES QUINIENTOS VEINTE MIL PESOS M.L. ($2.507.520.000.oo), contados desde el 1 de enero de 2007 hasta el 31 de diciembre de 2007. Incremento del IPC 4.48% año 2006).

c) DOS MIL SETECIENTOS CINCUENTA MILLONES CIENTO NOVENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS M.L. ($2.650’197.888.oo), desde el 1 de enero de 2008 hasta el 31 de diciembre de 2008 (incremento del IPC 5.67% año 2007).

d) DOS MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y TRES MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL SESENTA PESOS M.L. ($2.853’468.060.oo, desde el 1 de enero de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2009 (incremento del IPC 7.67%). 

e). DIECISEIS MIL SETECIENTOS SETENTA Y CINCO MILLONES CIENTO VEINTITRES MIL QUINIENTOS SESENTA Y SEIS PESOS M.L. ($16.765.123.566.oo) desde el 1 de enero de 2010 hasta el 31 de 1 (sic) de septiembre  de 2015. (Incremento del IPC 2.18% en lo corrido del año 2009). 

TOTAL: VEINTISIETE MIL SETECIENTOS SETENTA Y SEIS MILLONES TRESCIENTOS NUEVE MIL QUINIENTOS VEINTE PESOS M.L. ($27.776’309.520.oo), valores que deben ser indexados.

CUARTA: Que se condene a la parte demandada al pago de los intereses moratorios equivalentes al máximo legal permitido desde el 1 de septiembre de 2005 hasta cuando se haga efectivo el pago de lo adeudado.

QUINTA: Que se condene a la demandada al pago de la indemnización por los perjuicios causados por su incumplimiento en el pago de los cánones de arrendamiento. 

SEXTA: Que se condene al demandado al pago de la cláusula penal pecuniaria establecida en el contrato.” 

2. Los hechos.
En el escrito de demanda, en síntesis, la parte actora narró los siguientes hechos:

2.1. El 2 de noviembre de 2005 la FUNDACION HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA EN LIQUIDACION y el DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA celebraron contrato de arrendamiento sobre el inmueble ubicado en la carrera 43 No. 60-29 de la ciudad de Barranquilla donde se encuentra construida una edificación en donde funcionaba el mencionado Hospital, cuya superficie es de 9.563 mt2. El objeto del contrato, según se refiere en la demanda, era entregar, a título de arrendamiento, el uso y goce del inmueble al Distrito de Barranquilla para que se destinara a la prestación del servicio público de salud para cubrir la atención hospitalaria a la población infantil de Barranquilla. 

2.2. El plazo del contrato se pactó en diez (10) años, a partir del 1 de septiembre de 2005 y como cánon, la suma de $200’000.000 pagaderos dentro de los primeros cinco días del mes.  

2.2. A pesar de que el Distrito Especial de Barranquilla ocupó el inmueble a partir de la fecha de celebración del contrato, desde entonces se negó a pagar los cánones adeudados a la Fundación, no obstante las múltiples solicitudes que en sentido elevó el arrendador. 

2.3. El inmueble permaneció ocupado por el Distrito de Barranquilla desde el mes de septiembre de 2005 hasta el 2 de junio de 2009, sin que pagara un solo mes de canon de arrendamiento y dejando una gran deuda por concepto de servicios públicos.

4. Actuación procesal.

4.1. El Tribunal Administrativo del Atlántico, admitió la demanda por auto del 9 de noviembre de 2009 y posteriormente el 15 de julio de 2010 admitió su adición.  

4.2. Mediante proveído del 21 de octubre de 2010 se ordenó la apertura y práctica de pruebas. 

5. Contestación de la demanda - Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla 

El ente territorial, a través de apoderado judicial, se opuso a las pretensiones de la demanda por carencia de fundamentos de orden fático y jurídico.

En cuanto a los hechos de la demanda puntualizó que, si bien las partes habían celebrado un contrato, lo cierto es que el objeto del mismo no consistía solamente en el arriendo del inmueble, sino también en la prestación de un servicio a cargo del Hospital arrendador como se corroboraba de la lectura de la cláusula segunda, respecto de lo cual manifestó que no reposaban en el expediente los recibos a satisfacción por parte del interventor del contrato, de tal suerte que no era viable reclamar el incumplimiento del Distrito cuando la parte demandante no se allanó a cumplir lo que le correspondía. 

Reiteró que con sujeción al clausulado del contrato, el pago del precio se encontraba condicionado a los informes que dieran cuenta del recibo a satisfacción por parte del interventor.

Añadió que, aun cuando el plazo del contrato se había pactado hasta el 31 de agosto de 2015, el Hospital fue cerrado definitivamente por el liquidador en abril de 2009, por lo cual, en caso de existir una condena en su contra, su cálculo no podría cobijar sino hasta la fecha en que la Fundación se liquidó y dejó de explotar su objeto social. 

Señaló que el objeto del contrato consistía en la prestación del servicio esencial de salud por parte del arrendatario, lo que impedía que el inmueble fuera ocupado para ese fin por entidades descentralizadas como REDEHOSPITAL, persona jurídica independiente del Distrito. 

Una vez más, precisó que la finalidad del contrato no consistía en el que Distrito de Barranquilla ocupara el inmueble, sino que se comprometía a pagar un canon de arrendamiento a cambio de la prestación del servicio público de salud a la población infantil del Distrito. 

Siguiendo esa dirección señaló: 

“El demandante no ha demostrado el cumplimiento del objeto del contrato, por tal motivo no puede exigir el pago y no hay violación a la buena fe, adicionalmente el Distrito no era quien iba a hacer uso del inmueble, sino el mismo demandante quien se lo arrendó para prestar en él unos servicios de salud a la población infantil de Barranquilla y en ningún momento se pactó que en el inmueble podían funcionar entidades o programas del orden Distrital.”

Advirtió que los servicios públicos debían estar a paz y salvo al momento de la entrega por parte del demandante y que la cláusula decima octava escrita a mano que decía lo contrario, resultaba ineficaz por cuanto no se encontraba comprendida dentro del cuerpo del contrato. 

Como medios exceptivos formuló los que denominó: 

La mora purga la mora. 

 Consideró que al no existir constancia del cumplimiento contractual del demandante mediante la exhibición de los informes de recibido a satisfacción por parte del interventor del contrato, no es ajustado alegar el incumplimiento por parte del Distrito. 

Objeto ilícito del contrato.

Estimó la demandada que el contrato objeto de examen no podía celebrarse por cuanto para la época de su suscripción el Hospital demandante se encontraba en proceso de liquidación, cuestión que viciaba el negocio jurídico de objeto ilícito debido a que dentro de las funciones del liquidador no se encontraba comprendida la de continuar realizando el objeto social, pues si bien esta última conservaba su personería únicamente lo hacía para efectos de la liquidación.  

Ineptitud sustantiva de la demanda. 

Como sustento de la excepción indicó que el arrendador no podía permitir la ocupación del inmueble por personas ajenas a los extremos contrantes. Esta última circunstancia, en su criterio, habría dado lugar a promover una acción de reparación directa por ocupación del inmueble y no a una contractual. 

Limitación de eventuales perjuicios. 

En el supuesto de que procediera la condena en contra del Distrito de Barranquilla, la indemnización debería limitarse temporalmente hasta el mes abril 2009, período hasta el cual el Hospital prestó sus servicios de salud. 

6. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público.

En auto del 20 de julio de 2011, el Tribunal a quo ordenó dar traslado a las partes y al agente del Ministerio Público para que presentaran sus respectivos alegatos de conclusión y rindiera concepto.

En el término concedido la parte demandante presentó escrito de alegaciones en el cual se pronunció frente a las excepciones propuestas por el Distrito de Barranquilla y en relación con las pruebas recaudadas al interior del plenario. 

Por su parte, la entidad demandada igualmente alegó de conclusión reiterando las razones de defensa esgrimidas en etapa procesal procedente.  

El Ministerio Público guardó silencio. 

7. La sentencia impugnada.

El Tribunal Administrativo del Atlántico profirió sentencia el día 26 de octubre de 2011 a través de la cual resolvió el litigio en los términos que fueron transcritos al inicio de esta providencia.

En primer lugar se pronunció frente a las excepciones propuestas por la entidad demandada. En cuanto a la ineptitud sustantiva de la demanda consideró que, si bien la demandada alegaba que la acción que correspondía era la acción de reparación directa y no la acción contractual, lo cierto era que lo pretendido correspondía al pago de lo debido por un presunto incumplimiento contractual. 

Una vez revisado el caudal probatorio, el Tribunal a quo abordó  el análisis de fondo del asunto y al efecto estimó que el demandante no había demostrado el cumplimiento de las obligaciones por él contraídas al suscribir el negocio jurídico en mención, pues no se evidenciaron los respectivos informes de recibido a satisfacción suscritos por el interventor para proceder al pago de los cánones convenidos. Tampoco halló prueba acreditativa de que la Fundación Hospital San Francisco de Paula en liquidación hubiese entregado en buen estado e inventariado el inmueble objeto del contrato, situación que no le permitía al juez tener claro que el contrato se hubiera ejecutado efectivamente.  

8. El recurso de apelación.

La parte demandante solicitó que se revocara la decisión del Tribunal a quo.
Para el recurrente, la negativa de sus pretensiones se centró en la falta de demostración de la ejecución del contrato, aspecto en relación con el cual el libelista afirmó que el a quo había ignorado que el contrato de arrendamiento celebrado con entidades públicas no se regía solamente por las normas del Estatuto de Contratación Estatal, sino que se trataba de un negocio gobernado por un régimen mixto compuesto por normas de derecho privado. 

En virtud de lo anterior, consideró que la ocupación era sinónimo de ejecución del contrato de arrendamiento, y siendo ello así, para el apelante  existía suficiente material probatorio en el expediente que daba cuenta del uso y goce que había ejercido el Distrito de Barranquilla sobre el inmueble desde septiembre de 2005 hasta el 2 de julio de 2009, por lo que concluyó que el contrato se había ejecutado por aproximadamente 4 años. 

Como sustento de su afirmación, a lo largo de la alzada se refirió a las pruebas obrantes en el plenario, principalmente, a la correspondencia cruzada entre las partes durante el período anteriormente señalado, como por ejemplo, a la comunicación OJ-2356-2007 del 20 de noviembre de 2007 y al oficio del 2 de julio de 2009, con cuyo soporte el apelante concluyó que se había acreditado en debida forma la tenencia del bien arrendado por parte del Distrito y la negativa a su entrega antes del vencimiento del plazo acordado. 

Advertido lo anterior, precisó que, de conformidad con las normas de derecho privado, la ocupación del bien no correspondía a una característica de la esencia del contrato de arrendamiento y, por lo tanto, estimó que el a quo no podía valerse de la falta de prueba de la misma para negar las pretensiones de la demanda. 

Luego de apoyarse en varias citas jurisprudenciales del Consejo de Estado acerca de permeabilidad de las normas del derecho privado en los contratos de arrendamiento celebrados por entidades estatales, el censor argumentó: 

“Además, si en el hipotético caso que lleguemos a aceptar la tesis del a quo, tenemos que ser enérgicos en afirmar que no pueden endilgarle al demandante la carga de lograr la ejecución, pues esa circunstancia no dependía de la voluntad del arrendador, sino que dependía única y exclusivamente del arrendatario, es decir, era el Distrito de Barranquilla a quien le correspondía dar el uso pactado al Hospital Infantil San Francisco de Paula, por lo tanto no tiene el demandante que asumir las nefastas consecuencias por una gestión que no estaba a su cargo. 

Ahora bien dentro de la tipología contractual que puede llegar a celebrar el Distrito de Barranquilla existen algunos en los que efectivamente no hay lugar al pago cuando quien lo solicita no ejecutó el objeto del contrato, como sucede por ejemplo en los casos de prestación de servicios a un profesional, donde existiendo un contrato, nunca ejerció la labor encomendada, entonces sí había lugar a señalar la FALTA DE EJECUCIÓN.” 

Por otro lado, se refirió a los requisitos del perfeccionamiento del contrato estatal para efectos de señalar que a pesar de haberse solicitado en las pretensiones de la demanda la declaratoria de existencia de la presente relación negocial, el a quo había guardado silencio, por lo que en esta oportunidad insistía para que así se procediera. 

Finalmente, indicó que la parte demandada no había demostrado el pago de suma alguna por concepto de canon de arrendamiento, razón por la cual debían despacharse favorablemente las súplicas de la demanda. 

9. Actuación en segunda instancia.

9.1. Mediante auto del 20 de abril de 2012, la Sección Tercera de esta Corporación admitió el recurso de alzada interpuesto por la parte actora.  

9.2. En providencia del 18 de mayo de 2012, se dispuso el traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto.

En el término concedido las partes y el Ministerio Público guardaron silencio.

II. C O N S I D E R A C I O N E S

1. Competencia del Consejo de Estado.

Previo a analizar y decidir sobre el asunto que ha sido propuesto, resulta necesario establecer la competencia de la Sala para conocer del mismo, pues sólo de esta manera podrá pronunciarse sobre el recurso de apelación impetrado por la parte demandante.

Sea lo primero decir que la presente controversia versa sobre el incumplimiento del contrato suscrito el 2 de noviembre de 2005 entre la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula, en liquidación y el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla. En este punto se recuerda que la entidad demandada, Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla,  es un ente territorial y por tanto tiene el carácter de entidad estatal, según lo dispuesto en la letra a) del numeral primero del artículo 2º de la Ley 80 de 1993
. 
Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993, más precisamente de las normas que regulan competencias, se observa que su artículo 75 prescribe, expresamente, que la jurisdicción competente para conocer de las controversias generadas en los contratos celebrados por las entidades estatales es la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Así, entonces, teniendo en habida cuenta que la parte demandada tiene el carácter de entidad estatal, con personalidad jurídica propia, autonomía administrativa, patrimonio propio, en su condición de ente territorial, resulta del caso concluir que esta Corporación es la competente para conocer del presente asunto.

2.- Oportunidad de la acción 

El  artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, en su numeral 10) dispuso acerca del término de caducidad de la acción contractual, lo siguiente:

10. En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.

En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así:

c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años contados desde la firma del acta;

d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar;

En este asunto se somete a consideración de la Sala la declaratoria de incumplimiento, atribuida al ente público, del contrato de arrendamiento suscrito el 2 de noviembre de 2005 entre los sujetos procesales, cuyo plazo se convino en 10 años. 

Así pues, teniendo en cuenta que la demanda se presentó el 8 de octubre de 2009, resulta viable concluir que la acción se ejerció dentro de los dos años de caducidad, en cuanto para ese entonces aún no había fenecido el plazo del negocio jurídico que se alega incumplido. 

2. Las pruebas aportadas al proceso.

A continuación se relacionan las pruebas documentales aportadas en el presente proceso:

2.1. Documentales. 

2.1.1. Resolución No. 00679 del 14 de marzo de 1995 por la cual el Ministerio de Salud ordenó la disolución y liquidación de la entidad privada, sin ánimo de lucro Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula (fls. 166-168 c1). 

2.1.2. Copia simple del contrato celebrado el 2 de noviembre de 2005, entre la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula y el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, de cuyo texto se destaca el siguiente clausulado (fls. 34-37 c1):

“CLAUSULA PRMERA: OBJETO A CONTRATAR: EL ARRENDADOR concederá el uso y goce al ARRENDATARIO de un lote de terreno cuya superficie es de nueve mil quinientos sesenta y tres metros cuadrados (9.563 M2) de la urbanización El Recreo, en el lote hay construido un edificio de varios cuerpos en el que funciona el HOSPITAL INFANTIL FRANCISCO DE PAULA, inmueble cuyas medidas y linderos están descritos en la escritura pública No. 534 de la Notaría Segunda del Circulo de Barranquilla (…). 

CLAUSULA SEGUNDA. DESTINACIÓN: El inmueble objeto del presente contrato será destinado por EL ARRENDATARIO a un propósito esencial, el cual es la prestación del servicio de salud para cubrir el servicio hospitalario dirigido a atender a la población infantil del Distrito de Barranquilla. PARAGRAFO 1: Para ejecutar el propósito del presente contrato y atendiendo su capacidad, idoneidad y experiencia en el manejo del recurso humano para la prestación del servicio hospitalario para la población infantil EL ARRENDADOR asignará para el cabal funcionamiento del HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISO DE PAULA, su planta de personal que actualmente se encuentra laborando en el centro hospitalario objeto del presente contrato, por lo tanto continuará asumiendo de manera incondicional los derechos existentes y los que a futuro surjan por la relación y la carga laboral de este personal al igual que todos los elementos que se desprendan de esta relación laboral. PARAGRAFO 2: Como consecuencia de la presente cláusula, EL ARRENDADOR exime a EL ARRENDATARIO de toda exigencia o reclamación laboral que pretenda en el presente y hacia el futuro cualquier trabajador que actualmente se encuentre en su nómina y preste sus servicios en el HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISO DE PAULA.

“CLAUSULA TERCERA. VALOR DEL CONTRATO: EL ARRENDATARIO pagará mensualmente a EL ARRENDADOR como contraprestación por el inmueble contratado y por los servicios del personal que este le suministre, la cantidad de doscientos millones de pesos ($200’000.000.oo). El incremento del canon se hará cada doce meses de ejecución del contrato a partir del mes de enero del año 2007 y se podrá incrementar hasta el 100% del índice de precios al consumidor del año calendario inmediatamente anterior, previa expedición del correspondiente certificado de disponibilidad presupuestal y Registro de Compromiso presupuestal. 

“CLAUSULA CUARTA: FORMA DE PAGO: EL ARRENDATARIO se compromete a pagarle a EL ARRENDADOR, la suma establecida en la cláusula anterior, dentro de los cinco (5) primeros días posteriores a cada  mes vencido, previo los informes de recibido a satisfacción por parte del interventor.

“CLAUSULA QUINTA: PLAZO DEL CONTRATO. El plazo de duración del presente contrato será de diez (10) años, el cual comenzará a contabilizarse a partir del día primero (1°) de septiembre de 2005. 

(…)

“CLAUSULA DECIMA PRIMERA. INTERVENTORIA: La interventoría será asumida por parte (sic) Secretario de Salud Distrital , o de la persona que éste designe, quien será el encargado de la vigilancia, control y evaluaciones periódicas de la ejecución y avance del contrato, siendo sus principales obligaciones las siguientes: a) Colaborar y coordinar en la ejecución del contrato. b) Exigir el cumplimiento del contrato en los términos pactados.”

2.1.3. Oficio No. IJ-2356-2007 del 20 de noviembre de 2007 por el cual el Jefe de la Oficina Jurídica del Distrito Especial de Barranquilla dio respuesta a derecho de petición elevado por la Fundación Hospital San Francisco de Paula, en los siguientes términos (fl. 150 c1): 

“Damos respuesta a su derecho de petición con radicado 4491, el cual se refiere a señalar fecha exacta para la desocupación del inmueble en donde funciona el Centro regulador de urgencias del Distrito de Barranquilla.

Teniendo en cuenta que las relaciones entre el Distrito y el Hospitalito San Francisco de Paula Santander sobre el particular se regulan por un contrato de arrendamiento debidamente firmado y vigente entre las partes y no habiéndose previsto la entrega del inmueble antes del vencimiento del plazo estipulado para su duración, esto es, diez (10) años, considero que no es este el procedimiento para solicitar la entrega del inmueble.”

2.1.4. Resolución No. 01579 del 4 de noviembre de 2008 por la cual la Superintendencia Nacional de Salud asumió la intervención y liquidación de la FUNDACIÓN HOSPITAL SAN FRANCISO DE PAULA DE BARRANQUILLA y tomó posesión de sus bienes y haberes (fl. 27-33 C1).

2.1.5. Petición elevada el 11 de febrero de 2009 por el Gerente Liquidador de la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula, en liquidación al Alcalde de Barranquilla con el fin de que pagara a la Fundación los cánones en cuantía de $8.200’000.000.oo, que adeudaba por concepto de arriendo de bien inmueble en el cual se encuentra construido el Hospital Infantil Francisco de Paula (fl. 39-42 c1). 

2.1.6. Oficio No. 753 del 30 de marzo de 2009 por el cual la Oficina Jurídica de la Alcaldía de Barranquilla dio respuesta a la petición presentada por el Gerente Liquidador de la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula, señalando (fl. 43-44 c1): 

“En cuanto al pago de los cánones de arriendo adeudados presuntamente por el Distrito de Barranquilla a la FUNDACION HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA, por una valor de $8.200’000.000 (OCHO MIL DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS), al cual usted hace alusión en su petición, me permito manifestarle que en estos momentos la Administración Distrital de Barranquilla, en cabeza del señor Alcalde Dr. ALEJANDRO CHAR CHALJUB, no puede acceder a sus pretensiones, toda vez que la obligación aludida no se encuentra debidamente presupuestada en la actual vigencia fiscal 2009, y tampoco se encuentra relacionada dentro del inventario de cuentas por pagar de los años 2005, 2006, 2007 y 2008.”

2.1.7. Oficio No. OJ-0803 del 6 de abril de 2009 por el cual la Oficina Jurídica de la Alcaldía de Barranquilla complementó la anterior respuesta a la petición presentada por el Gerente Liquidador de la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula, en los siguientes términos (fl. 43-44 c1).

“Después de haber leído de manera exhaustiva su derecho de petición y al cotejar los interrogantes plasmados en su escrito con el sistema de información financiero, durante las vigencias 2005, 2006, 2007 y 2008, se encontró que no se elaboró por parte de la administración de turno los certificados de Disponibilidad ni registro de compromiso presupuestal en favor de la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula ni de su Gerente Liquidador Dra. JACKELINE TANG MEZ. 

“En cuanto a las certificaciones solicitadas, es preciso indicarle al peticionario que la administración distrital de Barranquilla en cabeza del señor alcalde Dr. ALEJANDRO CHAR CHALJUB, no puede acceder a sus pretensiones, toda vez que la obligación aludido en sendos derechos de petición, no se encuentra debidamente presupuestada en la actual vigencia fiscal 2009, y tampoco se encuentra relacionada dentro del inventario de cuentas por pagar de los años 2005, 2006, 2007 y 2008. 

Igualmente le reitero que para poder proceder a cancelar alguna obligación, la administración debe contar con la respectiva disponibilidad presupuestal (CDP –RP), y mediante información suministrada por el jefe de la oficina de presupuesto de la Secretaría de Hacienda Pública Distrital de Barranquilla Dr. GERMAN MANOTAS ORTEGA, no existe disponibilidad presupuestal alguna que soporte jurídicamente esa obligación, lo que significa que en el hipotético evento de que el Distrito de Barranquilla llegare a realizar algún pago por este concepto sin el lleno de los requisitos legales “la Administración Distrital incurrirá en una clara violación directa del Articulo 71 del Decreto 111 de 1996, y los artículos 345, 346, de la Constitución Política Nacional.”
2.1.8. Oficio del 2 de julio de 2009 por el cual la Directora del programa “Trabajando por los niños” hizo entrega formal al Gerente liquidador del Hospital San Francisco de Paula, de la sede ubicada en la calle 61 con carrera 41 esquina, la cual consta de 5 oficinas (fls. 38 c1). 

2.1.9. Fallo proferido el 18 de agosto de 2009 por el Juzgado Noveno del Circuito de Barranquilla dentro de la acción de tutela promovida por la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula, en liquidación, contra el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla, por el cual se tuteló el derecho de petición del accionante ordenando, en consecuencia, dar respuesta al punto dos de la solicitud relativo a la expedición de copia auténtica del contrato suscrito entre las partes (fls. 49-63 c1). 

2.1.10. Oficio del 26 de febrero de 2010 por el cual el Secretario de Salud Distrital de Barranquilla solicitó al agente liquidador de la Fundación Hospital Infantil de San Francisco de Paula en Liquidación el cruce de cuentas de los dineros girados a esa Hospital por el Ministerio de la Protección Social, ya fuera en contraprestación de los servicios de salud, arriendo u otros (fl. 88 c1). 

2.1.11. Resolución No. 132 de 2010 del 31 de agosto de 2010 por la cual el Agente liquidador declaró la terminación de la existencia legal de la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula en Liquidación (fl. 150 a 155 c1).

2.1.12. Certificación expedida por Gases del Caribe sobre la facturación del servicio de gas prestado a la Fundación del Hospital Infantil San Francisco de Paula, desde noviembre de 2005 a mayo de 2010 (fls. 133-135 c1).

2.1.13. Certificación expedida por la Sociedad de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Barranquilla acerca de la facturación de los servicios prestados a la Fundación del Hospital Infantil San Francisco de Paula, desde noviembre de 2005 a julio de 2010 (fls. 158-164 c1). 

2.1.14. Certificación expedida por la Electrificadora del Caribe S.A. E.S.P. en donde consta la facturación de los servicios prestados a la Fundación del Hospital Infantil San Francisco de Paula, desde diciembre de 2005 a abril de 2010 (fls. 158-164 c1). 

3. Análisis del recurso. 

3.1. De la existencia del contrato suscrito el 2 de noviembre de 2005.

Recuerda la Sala que unos de los argumentos de la alzada apunta a señalar que en el caso se encuentra acreditada la existencia del contrato suscrito el 2 de noviembre de 2005 entre la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula y el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, por cuanto la copia simple de su texto que fue aportada al plenario no fue desconocida, ni tachada de falsa por la parte demandada en la oportunidad procesal pertinente. En ese sentido el censor insistió en que se procediera a declarar su existencia. 
En orden a resolver el argumento planteado, la Sala conviene la necesidad de precisar, en primer lugar, que el régimen jurídico que informó la relación negocial sostenida entre las partes desde el 2 de noviembre de 2005, atendiendo a la naturaleza pública de uno de los extremos contratantes, Distrito Especial de Barranquilla, lo constituyó el Estatuto de Contratación de la Administración Pública recogido en la Ley 80 de 1993, compendio normativo que en sus artículos 39 y 41 se ocupó de regular lo concerniente a la forma y perfeccionamiento de los negocios jurídicos celebrados por las entidades estatales, al tenor que a continuación se transcribe: 

Artículo 39º- De la Forma del Contrato Estatal. Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres sobre bienes inmuebles, y en general aquellos que conforme a las normas legales vigentes deban cumplir con dicha formalidad. 

Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales.

Artículo. 41º.- Del Perfeccionamiento del Contrato. Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito.

A la luz de las referidas disposiciones, la jurisprudencia de esta Sección
 ha señalado que constituye presupuesto para el perfeccionamiento de todo contrato regido por el Estatuto de Contratación Estatal, la formalidad del escrito, exigencia consagrada igualmente en los estatutos de contratación pública que antecedieron al actualmente vigente, normas en las cuales se exigía el cumplimiento de varios requisitos que sólo podían satisfacerse si el contrato constaba por escrito. 
Así pues, se observa que en el caso concreto el vínculo contractual que se depreca incumplido, atendió dicha formalidad al haberse elevado a escrito el acuerdo de voluntades. 

Ahora bien, frente a la posibilidad de valorar probatoriamente el documento que lo contiene vale anotarse lo siguiente: 

Para la época en que se presentó la demanda, la posición jurisprudencial de esta Corporación que se encontraba en vigor correspondía a aquella de conformidad con la cual las pruebas documentales que reposaran en copia simple, no gozaban de mérito probatorio por cuanto no reunían las exigencias previstas en los artículos 253 y 254 del Estatuto de Procedimiento Civil. 

Sin embargo, esta postura de la Sala fue modificada a partir de la Sentencia de Unificación proferida por la Sección Tercera el 28 de agosto de 2013
, oportunidad en la cual se aceptó la apreciación de los documentos aportados en copia simple que han hecho parte del expediente dado que frente a los mismos se surtió el principio de contradicción y defensa de los sujetos procesales ya que pudieron tacharlas de falsas o controvertir su contenido.

Como argumento esencial para modificar la posición imperante hasta ese entonces, la Sala consideró que la expedición de las Leyes 1395 de 2010 y 1437 de 2011 perfiló una nueva óptica del procedimiento en cuanto de éste debían destacarse la observancia y el apego a los principios de buena fe y lealtad que les corresponde asumir las partes en el proceso, cuestión que indefectiblemente conduce a una variación en el modelo establecido por la disciplina procesal. Lo anterior “permiten al juez tener mayor dinamismo en la valoración de las pruebas que integran el acervo probatorio” lo cual se concreta en la posibilidad de considerar aquellos documentos que obran el expediente en copia simple y respecto de los cuales las partes no han cuestionado su veracidad.  

Así las cosas, acogiendo la nueva postura jurisprudencial de la Sala, los documentos aportados en copia simple por la parte actora con la presentación de la demanda deben ser apreciados en esta sentencia, al igual que aquellos que se presentaron en original o en copia auténtica.

Dicho lo anterior, la Sala encuentra acreditada la existencia del contrato celebrado el 2 de noviembre de 2005 entre la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula y el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, pues en el expediente reposa el acuerdo de voluntades contenido en el texto escrito del mismo con identificación de sus partes, objeto, obligaciones, contraprestación, plazo y se encuentra debidamente suscrito por ambos extremos cocontratantes.

Ahora bien, a propósito de la pretensión de declaratoria de existencia de un contrato celebrado por una entidad estatal sometido al régimen normativo de la Ley 80, la jurisprudencia de esta Subsección, en punto a su procedencia ha precisado: 

“Por regla general, los contratos estatales deben constar por escrito, según lo disponen los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993, al señalar que tal es la forma que deben adoptar dichos actos para existir jurídicamente y quedar perfeccionados, es decir, para que sean válidos desde la perspectiva estrictamente formal (requisito ad solemnitatem o ad substanciam actus); siendo así, no tendría sentido, en principio, solicitar la declaración de existencia de un contrato que debe constar por escrito -a través de la acción contractual-.

Por tal razón, el artículo 87 del C.C.A. debe ser interpretado en forma acorde con la estructura que informa la existencia y eficacia de los contratos del Estado; por ello, la jurisprudencia de esta Corporación ha interpretado la norma señalando que, ‘…en algunos eventos –especialmente cuando el daño causado proviene de la prestación de un servicio o el suministro de unos bienes, entre otros casos, sin que exista un contrato perfeccionado y legalizado de conformidad con las normas legales vigentes–, puede solicitarse la declaración de existencia del respectivo negocio jurídico, en ejercicio de la acción contractual (…) adicionalmente, que para efectos de establecer si procede dicha acción o la de reparación directa, debe establecerse si las partes, en la práctica, han recorrido o no la definición del tipo negocial, esto es, si la conducta realizada por ellas da lugar al surgimiento del contrato que aspiraron a celebrar. Si la respuesta es afirmativa, deberá concluirse que se cumplieron los requisitos previstos en la norma para declarar la existencia y eficacia del negocio, por lo cual la acción procedente será la acción contractual; si es negativa, dicha acción no podrá prosperar. En efecto, la ausencia de la totalidad de los trámites necesarios para la formalización escrita del contrato y su posterior perfeccionamiento permite concluir que el negocio jurídico es inexistente….’
 (subraya fuera del texto original). 

Además, ha precisado la Sala que una de las hipótesis que se ubica en el supuesto previsto por el artículo 87 del C.C.A. (declaratoria de existencia del contrato) es la relacionada con aquellos contratos que celebran las entidades estatales que no están sometidas al régimen de la Ley 80 de 1993 y cuyos negocios jurídicos se rigen - en cuanto a su formación y relación sustancial- por las normas del derecho privado, pudiendo, entonces, celebrar contratos verbales, es decir, no solemnes, cuya declaración de existencia puede deprecarse a través de la acción contractual
. (subrayado fuera de texto). 

Otro de los supuestos previstos por la norma en cita, es el relacionado con los contratos sin formalidades plenas que contemplaba el parágrafo del artículo 39 de la Ley 80 de 1993 (derogado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007) y los contratos de mínima cuantía de que tratan los artículos 2 de la Ley 1150 de 2007 y 94 de la Ley 1474 de 2011, cuya existencia y eficacia no está determinada por la solemnidad prevista por los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993
, de modo que la declaración de existencia de este tipo de negocios es posible obtenerla a través de la acción contractual.”
 
En consecuencia, de cara a la prueba fehaciente de la celebración del contrato cuyo incumplimiento se somete a consideración de esta instancia, como lo es el escrito contentivo del acuerdo de voluntades al que se ha hecho mención, a juicio de la Sala, resulta inocuo pronunciarse frente a la pretensión de declaratoria de su existencia dado que la misma se encuentra plenamente acreditada. 
3.2.  De la declaratoria de incumplimiento contractual.  

Teniendo en cuenta que el punto medular de censura estriba en obtener la declaratoria de incumplimiento del negocio jurídico, es necesario tener en cuenta que para que se estructure la responsabilidad contractual por infracción a la ley del contrato, es necesario acreditar: (i) el incumplimiento del deber u obligación contractual, bien porque no se ejecutó o lo fue parcialmente o en forma defectuosa o tardía; (ii) que ese incumplimiento produjo un daño o lesión al patrimonio de la parte que exige esa responsabilidad y, obviamente, (iii) que existe un nexo de causalidad entre el daño y el incumplimiento
. 

Ahora bien, es importante destacar que la carga de la prueba recae sobre quien alega y pretende la declaratoria de incumplimiento y que en los contratos sinalagmáticos
 tiene una doble dimensión, tal y como lo ha expresado la jurisprudencia de la Sección, así:

“... tratándose de contratos sinalagmáticos, no se hacen exigibles para una parte, hasta tanto la otra no cumpla la que le corresponde (Art. 1609 C.C.). Desde ésta perspectiva, para la Sala es evidente que para poder solicitar ante el juez la declaratoria de incumplimiento, de una parte o de la totalidad del contrato por parte del contratista, es indispensable que éste, a su vez, acredite que satisfizo todas y cada una de sus obligaciones contractuales, de manera tal que hace exigibles las de su co-contratante. 

En este sentido, no resulta procedente solicitar solamente la declaratoria de incumplimiento del contrato (…), sin antes haber acreditado plenamente el cumplimiento propio de quien lo alega, pues ello constituiría una pretensión incongruente, donde una eventual condena devendría en injusta e irregular, en tanto no está plenamente establecido que el incumplimiento del co-contratante obedeció a mora en el pago de la obligación, que sería, en el presente caso, la única situación que justificaría la condena solicitada…” 
 (Negrilla ajena al texto original).

En los contratos cuyas prestaciones son correlativas, como cada parte se compromete en consideración a la prestación que la otra le promete, se presenta una relación de interdependencia de las obligaciones recíprocas, razón por la cual del artículo 1609 del C.C. se extrae la regla según la cual no es permitido ni admisible que una de las partes del contrato exija a la otra que satisfaga sus obligaciones, mientras ella misma no lo haya hecho. 

En virtud de lo anterior, la prosperidad de la acción de controversias contractuales de que trata el artículo 87 del C.C.A., cuando se pretende obtener el incumplimiento del contrato y la indemnización de perjuicios, presupone que la parte que la ejerce acredite en el proceso que cumplió o que estuvo presto a cumplir sus obligaciones, como presupuesto para acreditar que la otra parte está en un incumplimiento de las obligaciones a su cargo.

Así pues, a efectos de analizar la prosperidad de las pretensiones de la demanda, la Sala parte por indicar que en el plenario se encuentra demostrado que el 2 de noviembre de 2005 la Fundación Hospital Infantil Francisco de Paula y el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla celebraron un contrato, al que denominaron de arrendamiento, en virtud del cual, según la cláusula primera que contuvo el “objeto a contratar”, la Fundación concedería al ente territorial el uso y goce de un lote de terreno cuya área era de 9.563 m2 y en el cual se hallaba construido un edificio de varios cuerpos en donde funcionaba el Hospital Infantil San Francisco de Paula. 

Con base en la lectura de esta cláusula contractual, la demandante advirtió insistentemente que la tipología del contrato correspondió a la de un contrato de arrendamiento de bien inmueble a cambio de lo cual el Distrito se había obligado a pagar un canon mensual, carga prestacional que nunca fue cumplida. Apoyándose en ello, se refirió acerca de los elementos de la esencia del este tipo contractual y al régimen jurídico que lo gobernaba.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera necesario precisar que en aun cuando en el Código Civil Colombiano no se definió de manera precisa en qué consiste el objeto de un contrato, por tal debe entenderse la comprensión, no solo de aquellos supuestos inmersos y descritos en la cláusula que por regla general suelen llevar su nombre, sino todas aquellas estipulaciones de contenido obligacional que lo integran, las prestaciones de dar, hacer y no hacer a cuyo cumplimiento recíprocamente se obligan los extremos del negocio, indistintamente de que estén contenidas en la cláusula identificada bajo el título “OBJETO” o en otra de diferente denominación. 

Así, para establecer el objeto de un contrato e identificarlo no basta con remitirse a la lectura de la cláusula que dice contenerlo, por manera que es indispensable estudiar la totalidad del texto contractual en su integridad, al tiempo que debe extenderse su análisis a todos los demás documentos que tienen la virtualidad de incorporase al mismo.

Ello se refuerza aún más si se tiene en cuenta que en materia de contratación estatal resultan de plena aplicación las reglas de interpretación de los contratos recogidas en el Código Civil, cuyos dictados establecen que “Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad”.

Regresando al caso concreto, de la revisión sistemática y armónica del conjunto de cláusulas que integraron el referido contrato, la Sala advierte que más allá de identificarse simple y llanamente como un contrato de arrendamiento de bien inmueble por haberse descrito en su objeto como tal, el negocio jurídico igualmente comportó la asunción de otra clase de obligaciones a cargo del demandante, que derivaron su naturaleza en una tipología contractual distinta, casi que atípica, pues en virtud de su celebración habrían de concurrir simultáneamente y en cabeza de ambos extremos, prestaciones propias del contrato de arrendamiento y además del contrato de prestación de servicios. 

En efecto, basta con revisar la cláusula segunda denominada “destinación” de conformidad con la cual, el inmueble objeto del contrato se destinaría por el Distrito a la prestación del servicio esencial de salud, en su componente hospitalario, a la población infantil del Distrito de Barranquilla y seguidamente, en su parágrafo primero, las partes acordaron que para la ejecución del objeto del contrato, atendiendo a la capacidad, idoneidad y experiencia en el manejo del recurso humano para la prestación del servicio hospitalario infantil, la Fundación asignaría, para el cabal funcionamiento del Hospital a su planta de personal que actualmente se encontraba laborando en el centro hospitalario sobre el cual recaía el objeto material del convenio. 

Igualmente, de las consideraciones plasmadas en el acápite inicial del contrato, se evidencia, sin temor a equívoco, que el contrato de marras también contuvo obligaciones propias de la tipología de prestación de servicios por parte de la Fundación. Tal cual se deduce de la motivación expuesta para justificar la celebración del contrato en donde se consignó.

“1).- Que es deber del Distrito expandir sus programas  y áreas de atención clínica y hospitalaria para mejorar la calidad del servicio de su población infantil. 2)-. Que la Administración Central de Barranquilla requiere de un inmueble y de personal idóneo para garantizar la prestación del servicio médico hospitalario dirigido a atender la población infantil del Distrito de Barranquilla (…) 5). Que la FUNDACIÓN HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA es una entidad de reconocida trayectoria nacional y local que cuenta con las instalaciones hospitalarias necesarias y con el personal humano idóneo que requiere la Administración Central para garantizar la atención médica y Hospitalaria a la población infantil del Distrito de Barranquilla.”(Destacado por la Sala).
Lo anterior cobra mayor vigor si se tiene en consideración que al tenor de la cláusula tercera se convino como precio del contrato la suma mensual de $200’000.000, como contraprestación por el inmueble contratado y los servicios del personal que la Fundación suministrara.

Igual conclusión se extrae de la lectura de la cláusula sexta en la cual se contemplaron como obligaciones de la Fundación, entre otras, las siguientes: “f) Poner a disposición del arrendatario pero por su cuenta y riesgo al personal que actualmente presta sus servicios en el HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA para que cumplir (sic) a cabalidad con la destinación del inmueble.” Adicionalmente, en el parágrafo segundo de la cláusula segunda se estableció que la Fundación continuaría asumiendo de manera incondicional los derechos existentes y los que en el futuro surgieran de la relación laboral respecto del personal que habría de prestar los servicios. 

Finalmente en la cláusula cuarta, relativa a la forma de pago se acordó que el arrendatario se comprometía a pagar al arrendador mensualmente el precio del contrato, previo los informes de recibido a satisfacción por parte del interventor. 

De lo expuesto se impone concluir, en síntesis, que por cuenta del contrato celebrado el 2 de noviembre de 2005 la FUNDACION HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA puso a disposición del Distrito de Barranquilla el inmueble en donde se encontraba la edificación en la cual funcionaba el centro Hospitalario, para que en el mismo se continuara brindando el servicio de salud a la población infantil de ese Distrito. Con ese propósito, la Fundación igualmente se obligó a dispensar directamente el servicio de salud hospitalario a través de su planta de personal, con la cual seguiría manteniendo la relación laboral prexistente al tiempo de la celebración del contrato. 

De ahí que el pago acordado en el contrato no solo cobijaba el uso y goce del inmueble sino la prestación de los servicios de salud objeto del mismo que debían dispensarse por la demandante.  Es precisamente por esa razón que en la cláusula décima primera se implementó la figura de la interventoría, que en este caso sería asumida por el Secretario de Salud Distrital, a quien correspondía ejercer la vigilancia, control y evaluaciones periódicas de la ejecución y avance del contrato, y, en desarrollo de ello, debía suscribir los informes de recibo a satisfacción de los servicios prestados. Siguiendo esa línea no puede olvidarse que el pago mensual  del precio del contrato se supeditó a la existencia previa de los informes de recibo a satisfacción de los servicios por parte del interventor. 

Sin embargo a pesar de todo lo expuesto, con cierto asombro observa la Sala que la Fundación demandante, al parecer, olvidó que en virtud de la celebración del plurimencionado contrato, contrajo las obligaciones atinentes a la prestación del servicio de salud para cubrir la asistencia hospitalaria de la población infantil de Barranquilla, al punto que no solamente no allegó al plenario alguna prueba acreditativa del cumplimiento de su carga obligacional, sino que nisiquiera mencionó haberlo satisfecho. Sencillamente reclamó reiterativamente el uso y goce del inmueble por parte de la demandada y la ocupación del mismo por sus dependencias, dejando de lado por completo que a quien le asistía la obligación de prestar el servicio de salud era directamente a la Fundación contratante, a través de su planta de personal. 

En este punto vale anotarse que no existe claridad respecto de qué parte del Hospital o área del espacio arrendado destinaría el Distrito para el uso y goce exclusivo de sus dependencias y cual se destinaría para la operación del mismo por cuenta del personal médico y asistencial de la Fundación, pues el texto contractual no revela precisión alguna frente al tema y tampoco milita en el plenario el acta de inventario de entrega del inmueble que, con sujeción a la cláusula sexta, debían suscribir las partes al inicio del término contractual. Sin embargo, lo que sí es claro es que la prestación del servicio Hospitalario, parte integrante esencial del objeto del contrato, debía dispensarse por la planta de personal de la Fundación, prestación de la cual no reposa ninguna evidencia en el expediente. 
El hecho de que el Distrito de Barranquilla haya suscrito un oficio de cuyo contenido se colige que ocupó las instalaciones del inmueble objeto del contrato, no permite desprender a su turno que la fundación hubiera cumplido las obligaciones contractuales contraídas consistentes en las prestación del servicio de salud en el componente hospitalario dirigido a la población infantil, con su planta de personal.

En consecuencia, ante la falta de demostración de la ejecución del objeto contractual del negocio jurídico por parte de la demandante, no es posible entrar a indagar sobre la configuración del incumplimiento que se le endilga a la entidad pública, circunstancia en virtud de la cual se impone confirmar la sentencia apelada. 

4. Otras consideraciones.

Sin perjuicio de lo expuesto, y a título netamente de reproche, sin que ello incida en la decisión confirmatoria de la sentencia de primera instancia por ausencia de demostración del presupuesto indispensable para que prosperara la declaratoria de incumplimiento contractual que se endilga al Distrito, la Sala no puede pasar por alto el cúmulo de irregularidades que rodearon la suscripción del contrato y que pone en evidencia la inobservancia del principio de planeación por parte del ente público que necesariamente debió orientar la etapa precontractual.  

En primer lugar, debe ponerse de presente que para la época de suscripción del contrato de marras (2 de noviembre de 2005) la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula se encontraba en proceso de liquidación y disolución, medida que se había adoptado 10 años antes mediante Resolución No. 1679 proferida el 14 de marzo de 1995 por el Ministerio de Salud. 

Revisado el contenido de la Resolución en comento, observa la Sala que una de las razones que justificó la adopción de dicha medida consistió en que el Departamento Administrativo de Salud del Atlántico había conceptuado que la Fundación Hospital Infantil Francisco de Paula no cumplía con los requisitos para seguir funcionando como entidad privada sin ánimo de lucro prestadora de los servicios de salud. Igualmente se consignó que según lo había certificado la División de Registro y Acreditación de Instituciones del Ministerio de Salud, la Fundación no cumplía con las condiciones legales establecidas para otorgarle la inscripción en el Registro Especial. 

Siendo ello así, la Sala evidencia serias contradicciones en cuanto a las razones plasmadas en el contrato, años después de disponer su liquidación y disolución, esgrimidas como motivación para la suscripción del mismo con el Hospital demandante, de conformidad con las cuales “la FUNDACIÓN HOSPITAL INFANTIL SAN FRANCISCO DE PAULA es una entidad de reconocida trayectoria nacional y local que cuenta con las instalaciones hospitalarias necesarias y con el personal humano idóneo que requiere la Administración Central para garantizar la atención médica y Hospitalaria a la población infantil del Distrito de Barranquilla. 

En segundo lugar, no encuentra la Sala justificación válida para que el plazo del contrato se hubiera pactado por diez años, para el cual por demás no se contó con la respectiva reserva presupuestal, a riesgo de que en cualquier momento el proceso de disolución de la Fundación culminara, como es lógico y absolutamente previsible, con la extinción legal de la persona jurídica y con la cesación del ejercicio de su objeto social, poniendo en peligro la prestación contínua e ininterrumpida del servicio esencial de salud a la población infantil que constituyó el objeto del contrato, tal cual ocurrió el 31 de agosto de 2010, cuando se declaró terminada la existencia legal de la Fundación Hospital Infantil San Francisco de Paula en plena vigencia del plazo del contrato.  

Con sustento en todo lo expuesto, la Sala advierte la necesidad de exhortar a las entidades estatales para que en su actividad contractual eviten incurrir en estas prácticas nocivas y desajustadas que en gran medida afectan la óptima satisfacción del interés público que justifica la celebración de este tipo de contratos y por contera desdibuja el cometido estatal que entraña su objeto misional. 

5. No hay lugar a condena en costas.

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, debido a que ninguna procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el veintiséis (26) de octubre de dos mil once (2011) por el Tribunal Administrativo del Atlántico, por las razones expuestas en la parte considerativa de este fallo.
SEGUNDO.- Sin condena en costas.

TERCERO.- En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� Según el artículo 32 del Estatuto de Contratación Estatal, son contratos estatales aquellos celebrados por las entidades descritas en el artículo 2º de la Ley 80 de 1993, el cual dispone:


“Para los solos efectos de esta ley: 


“1o. Se denominan entidades estatales: 


“a) La Nación, las regiones, los  departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.


 “(…).”





� Sección Tercera del Consejo de Estado, 11 de agosto de 2010, Exp.18636.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 28 de agosto de 2013. M.P.: Dr. Enrique Gil Botero. Expediente: 25.022.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del  30 de noviembre de 2000, expediente No. 11.895. En el mismo sentido ver sentencias del 29 de enero de 1998, expediente 11.099; sentencia del 4 de marzo de 1991, expediente 5825 y sentencia del 10 de marzo de 1997, expediente 10.038.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 26 de mayo de 2010, exp. 29.402.





� Ver a este respecto la reciente sentencia proferida por esta Sub Sección el 3 de octubre de 2012, exp. 26.140.


� Subsección A, Sección Tercera del Consejo de Estado, 30 de enero de 2013, expediente: 21130, C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 





� Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Exp. 6461 de 4 de julio de 1992, M.P. José Fernando Ramírez Gómez.





� Artículo 1498 del C.C.: “El contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez…”





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 24 de febrero de 2005, Exp. No.  14.937. C.P., Germán Rodríguez Villamizar.  


� Art. 1622 del Código Civil. 





